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I.    Disposiciones generales

MINISTERIO 
DE ASUNTOS EXTERIORES 

Y DE COOPERACIÓN
 10127 ORDEN AEC/1647/2008, de 29 de mayo, por la 

que se cierra el Consulado Honorario de 
España en Dhaka (Bangladesh).

Al haber desaparecido las circunstancias que en su 
momento aconsejaron la existencia del Consulado Hono-
rario de España en Dhaka, parece conveniente proceder a 
su cierre.

Con este objetivo, a iniciativa de la Dirección General 
del Servicio Exterior, de conformidad con la propuesta 
formulada por la Embajada de España en Bangladesh, y 
con el informe favorable de la Dirección General de Asun-
tos y Asistencia Consulares, he tenido a bien disponer:

Artículo único. Se suprime el Consulado Honorario de 
España en Dhaka (Bangladesh).

Madrid, 29 de mayo de 2008.–El Ministro de Asuntos 
Exteriores y de Cooperación, Miguel Ángel Moratinos 
Cuyaubé. 

MINISTERIO 
DE ECONOMÍA Y HACIENDA

 10128 RESOLUCIÓN de 2 de junio de 2008, de la 
Intervención General de la Administración del 
Estado, por la que se publica el Acuerdo del 
Consejo de Ministros de 30 de mayo de 2008, 
por el que se da aplicación a la previsión de los 
artículos 152 y 147 de la Ley General Presu-
puestaria, respecto al ejercicio de la función 
interventora en régimen de requisitos básicos.

El Consejo de Ministros, en su reunión de 30 de mayo 
de 2008, adoptó el Acuerdo por el que se da aplicación a 
la previsión de los artículos 152 y 147 de la Ley 47/2003, 
de 26 de noviembre, General Presupuestaria, respecto al 
ejercicio de la función interventora en régimen de requisi-
tos básicos.

Considerando necesaria la publicidad del mencionado 
Acuerdo, he resuelto ordenar su publicación en el «Bole-

tín Oficial del Estado», a cuyo efecto figura su texto como 
anexo a esta Resolución.

Madrid, 2 de junio de 2008.–El Interventor General de 
la Administración del Estado, José Alberto Pérez Pérez.

ANEXO

Acuerdo por el que se da aplicación a la previsión de los 
artículos 152 y 147 de la Ley General Presupuestaria, res-
pecto al ejercicio de la función interventora en régimen de 

requisitos básicos

La Ley General Presupuestaria, en su artículo 152, 
autoriza al Gobierno para que acuerde que la fiscalización 
e intervención previa se limite a comprobar determinados 
extremos, unos de ellos tasados por dicha Ley y, adicio-
nalmente, otros contemplados en el ordenamiento jurí-
dico en su conjunto y seleccionados en atención a su 
trascendencia en el proceso de gestión y que tienden a 
asegurar la objetividad y transparencia en las actuaciones 
públicas.

Esta facultad atribuida al Consejo de Ministros no 
resulta novedosa en nuestro ordenamiento y tiene su 
antecedente inmediato en el artículo 95 del ya derogado 
texto refundido de la Ley General Presupuestaria, al 
amparo del cual, y desde el año 1988, se han venido dic-
tando Acuerdos que han permitido que determinados 
tipos de gasto se sometan a una comprobación de requi-
sitos básicos, frente al régimen general de ejercicio de la 
función interventora, en el que resulta preceptivo verificar 
la adecuación del acto a toda su normativa reguladora.

El último Acuerdo dictado para la Administración 
General del Estado y sus organismos autónomos, y al que 
el presente viene a sustituir, fue aprobado por el Consejo 
de Ministros el 1 de marzo de 2002. Una primera diferen-
cia salta a la vista y es la relativa al ámbito subjetivo de 
aplicación, fruto del objetivo homogeneizador en la nor-
mativa de control que ha marcado la Ley General Presu-
puestaria de 26 de noviembre de 2003, al regular conjun-
tamente la función interventora para la Administración 
General del Estado, sus organismos autónomos y las enti-
dades gestoras y servicios comunes de la Seguridad 
Social. En consecuencia, el presente Acuerdo, de confor-
midad con el artículo 147 de la Ley General Presupuesta-
ria, abarca también a las entidades gestoras y servicios 
comunes de la Seguridad Social, sustituyendo, por tanto, 
al aprobado para este ámbito el 19 de septiembre de 2003.

Las importantes reformas normativas operadas desde 
los referidos Acuerdos de 2002 y 2003 justifican por sí 
solas la necesidad del que ahora se propone, sin perjuicio 
de que también se incorporen algunos extremos fruto del 
análisis y experiencia adquiridos en el control de ciertos 
tipos de gasto.

Entre las modificaciones de alcance general habidas 
en nuestro ordenamiento y con incidencia en los procedi-
mientos de gasto cabe destacar, además de la propia Ley 
General Presupuestaria que sirve de soporte a este 


